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25412 LEY 53/2002, de 30 de diciembre, de Medi-
das Fiscales, Administrativas y del Orden
Social.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para
el año 2003 establece determinados objetivos de política
económica, cuya consecución hace necesario o conve-
niente la aprobación de diversas medidas normativas
que permiten una mejor y más eficaz ejecución del pro-
grama del Gobierno, en los distintos ámbitos en que
aquél desenvuelve su acción.

Éste es el fin perseguido por la presente Ley que,
al igual que en años anteriores, recoge distintas medidas
referentes a aspectos tributarios, sociales, de personal
al servicio de las Administraciones públicas, de gestión
y organización administrativa, y de acción administrativa
en diferentes ámbitos sectoriales.

II

En materia tributaria ha de tenerse en cuenta que
en el año 2003 entrará en vigor la segunda reforma
tributaria llevada a cabo por el Gobierno en materia de
imposición directa mediante la modificación del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas. Asimismo,
la reforma de la tributación local, que será objeto de
modificación en norma independiente, permitirá adecuar
la financiación de las Entidades locales al principio de
suficiencia financiera, cerrando de este modo la reforma
financiera territorial una vez entrado en vigor el nuevo
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas
y las Ciudades con Estatuto de Autonomía.

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se
incluyen algunas modificaciones de carácter técnico y
que permiten una mejor gestión del impuesto. Así, se
introducen modificaciones que afectan a la tributación
del derecho de nuda propiedad, así como al cálculo de la
base liquidable en el supuesto de acumulación de dona-
ciones y, por último, se aclaran los supuestos de res-
ponsabilidad subsidiaria de determinados intermediarios.

Las modificaciones en la imposición indirecta que se
incluyen en la Ley de Medidas fiscales, administrativas
y del orden social son de carácter técnico o vienen exi-
gidas, nuevamente, por la normativa comunitaria, como
son las que afectan al Impuesto sobre el Valor Añadido,
al Impuesto General Indirecto Canario y a los Impuestos
Especiales.

En el Impuesto sobre el Valor Añadido, la mayor parte
de las modificaciones introducidas en la Ley del impuesto
se derivan de la adaptación del derecho interno a las
Directivas Comunitarias sobre comercio electrónico y
servicios de radiodifusión y televisión y sobre facturación.
En transposición de la Directiva 2002/38/CE, se regula
un nuevo régimen especial aplicable a determinados ope-
radores no comunitarios que presten servicios de comer-
cio electrónico y se concretan las reglas de localización
aplicables a los servicios de comercio electrónico y a
los de radiodifusión y televisión. En cuanto a las dis-
posiciones sobre facturación, se realizan las adaptacio-
nes necesarias para recoger las líneas básicas de la
Directiva 2001/115/CE, que armoniza y simplifica en

el ámbito comunitario las condiciones y contenido de
la facturación en el Impuesto sobre el Valor Añadido,
lo que permitirá un ulterior desarrollo reglamentario en
el que se transponga a nuestro Derecho el contenido
de la misma.

Además de las anteriores medidas, se introducen
diversas mejoras técnicas en el impuesto, entre las que
cabe destacar la relativa a la sistematización de las reglas
especiales de localización de las prestaciones de servi-
cios. Asimismo, se especifican las particularidades que
afectan al derecho a la deducción en el régimen especial
simplificado, así como al régimen especial de la agri-
cultura, ganadería y pesca.

En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, se introducen algunas
modificaciones también de carácter técnico. Se clarifican
las normas relativas a la base imponible en los préstamos
hipotecarios o con otra garantía y en los supuestos de
posposición y mejora de las hipotecas en lo relativo a
la cuota gradual de los documentos notariales. Se cla-
rifica, igualmente, la exigibilidad de la cuota gradual del
concepto de actos jurídicos documentados para docu-
mentos notariales inscribibles en el Registro de Bienes
Muebles. Se suprime el hecho imponible relativo al con-
cepto de actos jurídicos documentados en las copias
de escrituras que documentan el cambio de valor de
las acciones o el cambio de su condición de nominativas
o al portador y, por último, se establece la obligación
de nombrar representante por parte de los contribuyen-
tes no residentes fijando como domicilio fiscal de éstos,
en caso de no designar representante, el inmueble objeto
de la transmisión.

En el ámbito de los Impuestos Especiales se especifica
que no se considerará exportación la salida del ámbito
territorial comunitario de los carburantes contenidos en
los depósitos normales de vehículos y contenedores con
ocasión de su salida del referido ámbito. Se modifican
los tipos impositivos de Impuesto sobre Hidrocarburos
para reducir el tipo impositivo aplicable al gas licuado
del petróleo utilizado como carburante de uso general
y se reduce el tipo impositivo del queroseno utilizado
como combustible de calefacción.

Con vigencia hasta finales de 2012 se establece para
los llamados «biocarburantes» un tipo cero del Impuesto
sobre Hidrocarburos. Esta medida, conjuntamente con
las modificaciones normativas que puedan introducirse
en el plazo máximo de seis meses relativas a la calidad
de estos productos y a la seguridad de las instalaciones
necesarias para su utilización en mezclas directas con
carburantes fósiles, pretende fomentar la utilización de
estos carburantes de origen agrícola o de origen vegetal.
En efecto, por la vía de la supresión del Impuesto sobre
Hidrocarburos, se compensa el de momento mayor coste
de la producción de los biocarburantes que, en cambio,
presentan evidentes ventajas medioambientales y ener-
géticas frente a los carburantes fósiles convencionales.

Por último, se traspone al ordenamiento interno lo
establecido en la Directiva 2002/10/CE del Consejo,
de 12 de febrero de 2002, en lo referente a la definición
de cigarros y cigarritos.

En el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de deter-
minados hidrocarburos las modificaciones consisten en
la eliminación del ámbito objetivo del impuesto del que-
roseno utilizado como combustible de calefacción, así
como de determinados aditivos para carburantes dada
su exigua recaudación en comparación con el coste de
gestión de la exigencia del impuesto en relación con
dichos productos.

En cuanto al Régimen Económico y Fiscal de Canarias,
las medidas introducidas afectan, de un lado, al Arbitrio
sobre Importaciones y Entregas de Mercancías en Cana-
rias y, de otro, al Impuesto General Indirecto Canario.
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Artículo 92. Modificación de la Ley 54/1997, de 27
de noviembre, del Sector Eléctrico.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico.

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 34 de
la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, que queda redac-
tado de la siguiente forma:

«1. El operador del sistema, como responsable
de la gestión técnica del sistema, tendrá por objeto
garantizar la continuidad y seguridad del suministro
eléctrico y la correcta coordinación del sistema de
producción y transporte.

El operador del sistema ejercerá sus funciones
en coordinación con el operador del mercado, bajo
los principios de transparencia, objetividad e inde-
pendencia.

Actuará como operador del sistema una socie-
dad mercantil de cuyo accionariado podrá formar
parte cualquier persona física o jurídica siempre
que la suma de su participación directa o indirecta
en el capital de esta sociedad no supere el 3 por
100 del capital social o de los derechos de voto
de la entidad, no pudiendo sindicarse estas accio-
nes a ningún efecto.

A efectos de computar la participación en dicho
accionariado, se atribuirán a una misma persona
física o jurídica, además de las acciones u otros
valores poseídos o adquiridos por las entidades per-
tenecientes a su mismo grupo, tal y como éste
se define en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de
28 de julio, del Mercado de Valores, aquéllas cuya
titularidad corresponda:

a) A aquellas personas que actúen en nombre
propio pero por cuenta de aquélla, de forma con-
certada o formando con ella una unidad de deci-
sión. Se entenderá, salvo prueba en contrario, que
actúan por cuenta de una persona jurídica o de
forma concertada con ella los miembros de su órga-
no de administración.

b) A los socios junto a los que aquélla ejerza
el control sobre una entidad dominada, conforme
a lo previsto en el artículo 4 de la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores.

En todo caso, se tendrá en cuenta tanto la titu-
laridad dominical de las acciones y demás valores
como los derechos de voto que se disfruten en
virtud de cualquier título.

Los derechos de voto correspondientes a las
acciones u otros valores que posean las personas
que participen en el capital de dicha sociedad exce-
diendo de los porcentajes máximos señalados en
este precepto quedarán en suspenso hasta tanto
no se adecue la cifra de participación en el capital
o en los derechos de voto, estando legitimada para
el ejercicio de las acciones legales tendentes a
hacer efectivas las limitaciones impuestas en este
precepto la Comisión Nacional de Energía.

La sociedad que actúe como operador del sis-
tema desarrollará sus actividades de gestión téc-
nica y de transporte con la adecuada separación
contable.»

Dos. Se modifica el apartado 1 de la disposición
transitoria novena de la Ley 54/1997, de 27 de noviem-
bre, que queda redactada de la forma siguiente:

«1. “Red Eléctrica de España, Sociedad Anó-
nima”, ejercerá las funciones atribuidas en la pre-
sente Ley al operador del sistema y al gestor de
la red de transporte.

La adecuación de las participaciones sociales a
lo dispuesto en el artículo 34.1 deberá realizarse
en un plazo máximo de 12 meses desde la entrada
en vigor de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre,
de Medidas fiscales, administrativas y del orden
social, mediante la transmisión de acciones o, en
su caso, de derechos de suscripción preferente.
Dentro del plazo citado deberán modificarse los
estatutos sociales para introducir la limitación de
participación máxima establecida en dicho artículo.

La limitación de la participación máxima a que
se refiere el artículo 34.1 no será aplicable a la
participación correspondiente a la Sociedad Estatal
de Participaciones Industriales, que mantendrá una
participación en el capital de “Red Eléctrica de Espa-
ña, Sociedad Anónima”, de, al menos, el 25 por
100 hasta el 31 de diciembre del año 2003, man-
teniendo posteriormente, en todo caso, una par-
ticipación del 10 por 100.

A las transmisiones de elementos patrimoniales
derivadas de la aplicación de esta norma les será
aplicable el régimen fiscal de las transmisiones de
activos realizadas en cumplimiento de disposicio-
nes con rango de Ley de la normativa de defensa
de la competencia.»

Artículo 93. Modificación de la Ley 34/1998, de 7
de octubre, del Sector de Hidrocarburos.

Uno. Se modifican los apartados 3 y 5 del artícu-
lo 52 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector
de Hidrocarburos, que quedan con la siguiente redac-
ción:

«3. Para asegurar el cumplimiento de la obli-
gación de mantener existencias estratégicas, la cor-
poración podrá adquirir crudos y productos petro-
líferos y concertar contratos con los límites y con-
diciones que se determinan reglamentariamente.

Toda disposición de existencias estratégicas por
parte de la corporación requerirá la previa auto-
rización del Ministerio de Economía y deberá rea-
lizarse a un precio igual al coste medio ponderado
de adquisición o al de mercado, si fuese superior,
salvo las excepciones determinadas reglamentaria-
mente. Asimismo, la corporación contabilizará sus
existencias al coste medio ponderado de adquisi-
ción desde la creación de la misma.

Los sujetos obligados al mantenimiento de exis-
tencias mínimas de seguridad de productos petro-
líferos, incluidos los gases licuados del petróleo,
y de gas natural, así como los obligados a la diver-
sificación de los suministros de gas natural, deberán
contribuir a la financiación de la corporación,
mediante el pago mensual a la misma de una cuota
unitaria por cantidad de producto vendido o con-
sumo en el mes anterior.

Las aportaciones financieras de los sujetos obli-
gados se establecerán en función de los costes
presupuestados en que incurra la corporación para
la constitución, almacenamiento y conservación de
las existencias estratégicas, así como del coste de
las demás actividades de inspección y control que
le atribuye la presente Ley, cuya fijación y cuantía
se realizará por el Ministerio de Economía, a pro-
puesta de la corporación, de acuerdo con el pro-
cedimiento establecido reglamentariamente.

Dicha aportación financiera deberá permitir la
dotación por la corporación, en los términos deter-
minados reglamentariamente, de las reservas finan-
cieras necesarias para el adecuado ejercicio de sus
actividades.
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Los sujetos obligados al mantenimiento de exis-
tencias mínimas de seguridad de productos petro-
líferos deberán ceder o arrendar existencias, así
como facilitar instalaciones a la corporación, en la
forma que se determine reglamentariamente.

Las operaciones de compra, venta y arrenda-
miento de reservas estratégicas, así como las refe-
rentes a su almacenamiento, se ajustarán a con-
tratos tipo cuyo modelo será aprobado por el Minis-
terio de Economía.»

«5. Reglamentariamente, se desarrollarán las
funciones de la corporación y se establecerá su
organización y régimen de funcionamiento. En sus
órganos de administración estarán suficientemente
representados los operadores al por mayor a que
se refieren los artículos 42 y 45 de la presente
Ley, los transportistas que incorporen gas al sis-
tema y comercializadores de gas natural regulados
en el artículo 58 de esta Ley, así como represen-
tantes del Ministerio de Economía y de la Comisión
Nacional de Energía.

Los representantes de los operadores al por
mayor, transportistas y comercializadores indica-
dos en el apartado anterior serán miembros de la
corporación, formarán parte de su Asamblea y su
voto en ella se graduará en función del volumen
de su aportación financiera anual.

El Presidente de la Corporación y la parte de
vocales de su órgano de administración que regla-
mentariamente se determine serán designados por
el Ministerio de Economía. El titular de dicho Depar-
tamento podrá imponer su veto a aquellos acuerdos
de la corporación que infrinjan lo dispuesto en la
presente Ley y disposiciones de desarrollo.»

El resto del artículo queda con la actual redacción.

Dos. Se modifica el punto 3 de la disposición tran-
sitoria quinta de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del
Sector de Hidrocarburos, quedando con la redacción
siguiente:

«3. Un consumidor que hubiera ejercido los
derechos que le confiere la condición de cualifi-
cado, podrá optar por seguir adquiriendo el gas
natural en el mercado liberalizado o adquirirlo al
distribuidor a tarifas, con las condiciones que regla-
mentariamente se establezcan.»

El resto de la disposición transitoria queda con su
actual redacción.

Artículo 94. Metodología para la aprobación o modi-
ficación de la tarifa eléctrica media o de referencia
durante el período 2003-2010.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo
17.2 de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector
Eléctrico, el Gobierno establecerá, mediante Real Decre-
to, una metodología para la determinación de la tarifa
eléctrica media o de referencia, pudiendo establecer un
límite máximo anual al incremento de dicha tarifa.

2. A estos efectos, durante el período comprendido
entre el 1 de enero de 2003 y el 31 de diciembre de
2010, la determinación de la tarifa media o de referencia
deberá tener en cuenta al menos las siguientes previ-
siones:

a) El precio medio previsto de la energía correspon-
diente a las instalaciones de generación en régimen ordi-
nario será el siguiente:

1. Para aquellas instalaciones cuya autorización sea
anterior al 31 de diciembre de 1997 y pertenecientes

a sociedades con derecho a cobro de costes de transi-
ción a la competencia será de 3,6061 céntimos de euro
por kWh.

2. Para el resto de instalaciones se estimará tenien-
do en cuenta las mejores previsiones del precio del gas
en el ejercicio de que se trate.

b) Se incluirá como coste en la tarifa la cuantía
correspondiente a la anualidad que resulte para recu-
perar linealmente el valor actual neto del déficit de ingre-
sos en la liquidación de las actividades reguladas gene-
rado entre el 1 de enero de 2000 y el 31 de diciembre
de 2002.

A los efectos de su liquidación y cobro, este coste
se considerará un ingreso de las actividades reguladas.

c) Se incluirá como coste en la tarifa la cuantía
correspondiente a la anualidad que resulte para recu-
perar linealmente las cantidades que se deriven de las
revisiones que se establecen en la disposición adicional
segunda del Real Decreto 3490/2000, de 29 de diciem-
bre, por el que se establece la tarifa eléctrica para el
año 2001 y en la Disposición adicional segunda del Real
Decreto 1483/2001, de 27 de diciembre, por el que
se establece la tarifa eléctrica para el año 2002.

A los efectos de su liquidación y cobro, este coste
se considerará un ingreso de las actividades reguladas.

SECCIÓN 3.a SISTEMA FINANCIERO Y MONETARIO

Artículo 95. Modificación de la Ley 6/2000, de 13
de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales
urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña
y mediana empresa.

Se modifica el párrafo primero del apartado 1 de la
disposición adicional segunda de la Ley 6/2000, de 13
de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales
urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña
y mediana empresa, que queda redactado en los siguien-
tes términos:

«1. Se crea una línea de apoyo a la capitali-
zación de empresas de base tecnológica, cuyo obje-
to será la financiación de la toma de participación
en el capital de empresas de alto contenido tec-
nológico por parte de entidades financieras cuyo
objeto social sea la participación temporal en el
capital de empresas no financieras.

Las citadas entidades financieras deberán estar,
en caso de resultar legalmente obligadas a ello,
registradas ante la Comisión Nacional del Mercado
de Valores y/o supervisadas por el Banco de Espa-
ña.»

Artículo 96. Sistemas de indemnización de los inver-
sores.

Uno. Se introducen las siguientes modificaciones en
la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores,
según redacción de la Ley 37/1998, de 16 de noviem-
bre, de reforma de la Ley del Mercado de Valores.

1. Los apartados 1 y 2 del artículo 77 quedarán
redactados como sigue:

«1. Se creará un Fondo de Garantía de Inver-
siones para asegurar la cobertura a que se refiere
el apartado 7 de este artículo con ocasión de la
realización de los servicios previstos en el artículo
63, así como de la actividad complementaria de
depósito y administración de instrumentos finan-
cieros.

2. El Fondo de Garantía de Inversiones se cons-
tituirá como patrimonio separado, sin personalidad


